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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dos de abril de dos mil nueve
Acta número 0019 del 2 de abril de 2009
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, procede a dictar sentencia de segunda instancia, en la Acción de Tutela iniciada por el señor Iván Montoya Carmona contra el Instituto de Seguros Sociales, proveniente del Juzgado Primero Laboral del Circuito de la ciudad.

El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta el actor, los siguientes
HECHOS

1. El señor Iván Montoya Carmona presenta el 8 de octubre de 2008 al Instituto de Seguros Sociales, solicitud de reactivación del expediente de su pensión de vejez.
2. La accionada ha omitido resolver sobre la anterior solicitud, a pesar de haber transcurrido más de cuatro (4) meses, término que estipula la Ley 797 de 2003 en su artículo 9°.
DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos de petición y seguridad social.
PETICIONES

Ordenar al Instituto de Seguros Sociales, que a más tardar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación del fallo de tutela, resuelva de fondo la solicitud de pensión de vejez.
PRECEDENTES 

La presente acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito, siendo admitida por auto de fecha febrero 16 de 2009, fl. 7, dándose dos (2) días a la accionada para contestar la demanda.

El Instituto de Seguros Sociales, no respondió la acción de tutela.

El Juzgado Primero Laboral del Circuito, profiere sentencia el día 26 de febrero de 2009, decidiendo “no conceder la tutela”, por no haber violado el Instituto de Seguros Sociales el derecho de petición.

Inconforme el actor con lo decidido por la Juez a quo, presenta impugnación, expresando que en la contestación dada por el Instituto de Seguros Sociales acerca de la pensión de vejez no se cumplen los requisitos del derecho de petición.

Porque la respuesta a su juicio, debía ser si tenía derecho o no a pensión de vejez, y no pronunciarse sobre la incompatibilidad de las pensiones de vejez e invalidez. Además de que no se pronunció mediante resolución.  

CONSIDERACIONES

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional, que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública...”

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.
A su vez el artículo 9º del Código Contencioso Administrativo, indica que:

“Toda persona podrá presentar peticiones en interés particular”.

Respecto al mismo, ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T-12 del 25 de mayo de 1992, lo siguiente:
“Es un derecho cuya protección puede ser demandada, en casos de violación o amenaza por medio de la acción de tutela.

Donde es presupuesto indispensable para que la acción prospere,  la existencia de actos u omisiones de la autoridad, en cuya virtud se impide u obstruye el ejercicio del derecho o no se resuelve oportunamente sobre lo solicitado.

Pero no se entiende conculcado el derecho de petición, cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta sea negativa”.
El titular de la petición, tiene derecho a obtener dentro de los términos legales, la contestación pedida bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. 
La autoridad o particular obligado, tiene el deber de responder, salvo que la petición fuere irrespetuosa.

Este derecho, busca básicamente que se de respuesta a lo solicitado, sin que sea motivo del mismo, el sentido en que la entidad responda.
Al respecto, también ha expresado la Corte Constitucional, lo siguiente:

“El derecho de petición, se define como aquel que permite a las personas presentar solicitudes respetuosas a las autoridades y obtener de ellas una respuesta oportuna y completa sobre el particular.  Al respecto, debe entenderse que tal derecho no implica solamente la posibilidad de manifestar una inquietud ante la administración sino que conlleva necesariamente el derecho a obtener y a exigir una respuesta clara y definitiva sobre esa inquietud” (T-395 de 1998).

“La garantía que se ofrece en el artículo 23 de la Carta se satisface sólo con respuestas.  Las notas evasivas y los términos confusos, escapan al contenido de tal preceptiva.  En el marco del derecho de petición, sólo tiene la categoría de respuesta, aquella que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado” (T-439 de 1998).

“La corte ha enfatizado en que no basta un mero pronunciamiento sobre el objeto de la petición, la contestación de la administración, ha enfatizado la jurisprudencia, debe contener una respuesta al problema planteado por el ciudadano, lo que resulta esencial en el desarrollo de la actividad administrativa y en el cumplimiento de sus fines consagrados en el artículo 2º de la Constitución” (T-395 de 1998).

“El peticionario, ha recavado la jurisprudencia, no queda satisfecho cuando, siendo competente la autoridad a quien se dirige su petición, ella se limita a enviar una contestación en la que aparentando que se atiende a la persona, en realidad no se decide directamente sobre el tema de su inquietud, sea en interés público o privado, dejándola en el mismo estado de desorientación inicial” (T-228 de 1997).
Analizando este caso en concreto, tenemos que están demostrados los siguientes hechos:

Obra al folio 4° una solicitud dirigida al Instituto de Seguros Sociales, de fecha 8 de octubre de 2008, pidiendo se reactive el expediente de la pensión de vejez del señor Juan Montoya Carmona.

Al folio 5°, con fecha 28 de octubre de 2008, se encuentra una comunicación del Instituto de Seguros Sociales al actor, en la que le informa que de acuerdo al parágrafo 1° del artículo 9° de la Ley 797 de 2003, cuenta con el término de cuatro (4) meses “para resolver la prestación reclamada” el 8 de octubre de 2008.

Con fecha 2 de diciembre de 2008, folio 11, el Instituto de Seguros Sociales responde en relación a la pensión de vejez, así:

“Se le aclara que la ley no permite acceder a estas dos pensiones de manera simultanea, por lo que se hace necesario renunciar a la de la ARP y reclamar la de SGP; o en su defecto continuar percibiendo la que tiene y reclamar la indemnización sustitutiva de la otra prestación.

En caso tal de optar por la primera opción es necesario que acredite la renuncia a la ARP, para así ser incluido en la nómina de SGP.”
Se trata de establecer en este proceso si la respuesta dada por el Instituto de Seguros Sociales al tutelante, que obra al folio 11, cumple los requisitos legales del derecho de petición, o por el contrario como dice el tutelante por medio de abogado titulado, al presentar la impugnación, ellos no se cumplieron porque no hubo pronunciamiento expreso mediante resolución acerca de si se otorgaba o no la pensión de vejez, limitándose el accionado a decir que habrá incompatibilidad entre pensión de vejez y de invalidez.

Para esta Sala es claro que la contestación del Instituto de Seguros Sociales reúne los requisitos del derecho de petición, que son:

a- Que sea oportuno,

b- Que resuelva de fondo, y
c- Ser puesta en conocimiento del peticionario.

En efecto, no se le puede pedir al Instituto de Seguros Sociales, como dice el impugnante, que se pronuncie expresamente sobre si otorga o no pensión de vejez.

Puesto que el demandado explica que no puede reconocer pensión de vejez, porque el actor es pensionado de la ARP.

Luego no se puede afirmar que el Instituto de Seguros Sociales no definió el asunto a fondo, porque como bien explicó existe una incompatibilidad pensional.

Argumentando que como no puede accederse a la pensión de vejez e invalidez en forma simultanea, es necesario “renunciar a la de la ARP y reclamar la de SGP; o en su defecto continuar percibiendo la que tiene y reclamar la indemnización sustitutiva de la otra prestación”, folio 11.

De lo anterior se concluye, que ningún derecho fundamental violó el Instituto de Seguros Sociales pues dio amplias explicaciones acerca de porque no se pronunciaba sobre la pensión de vejez y señaló el camino que debía recorrerse para obtener dicha pensión, con lo cual es del caso, confirmar la decisión de primera instancia por estar conforme a derecho.

En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,
FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia, por lo expresado en la parte motiva.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes.

TERCERO: De no ser impugnada, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
CUARTO: Hágase llegar copia de esta sentencia al juzgado de primera instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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